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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 
Jueza Romero García y el Juez Torres Ramírez     

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2019. 

Universal Insurance Company (Universal) apela una 

Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Caguas (TPI).  En ella, el foro primario declaró con 

lugar la demanda sobre daños y perjuicios instada por Frances de 

los A. Rodríguez Fontánez y Sonia Fontánez Torres contra Élida 

Alderete Palma, entre otros.  En su dictamen, el TPI ordenó a 

Universal a indemnizar a Frances de los A. Rodríguez Fontánez: la 

cantidad de $25,000.00 por concepto de daños y dolores físicos; 

la cantidad de $20,000.00 por sufrimientos y angustias mentales; 

y la cantidad de $50,000.00 por el porciento de impedimento 
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permanente para desempeñarse en las funciones comunes y 

normales de su vida. También ordenó a Universal a pagarle a la 

señora Sonia Fontánez Torres la cantidad de $10,000.00, en 

concepto de daños emocionales y angustias mentales. 

 Examinados los documentos que surgen del expediente, y 

por los fundamentos que exponemos a continuación, se MODIFICA 

la Sentencia apelada, y así modificada, se CONFIRMA. 

Veamos. 

I 

 La señora Frances de los A. Rodríguez Fontánez, y su madre, 

la señora Sonia Fontánez Torres, presentaron una demanda de 

daños y perjuicios contra: Élida Alderete Palma; su esposo, Juan 

G. Serrano Negrón; la Sociedad Legal de Gananciales compuesta 

por ambos; y la compañía de seguros, Universal.  La señora 

Rodríguez Fontánez alegó que sufrió daños a causa de un 

accidente automovilístico mientras iba conduciendo acompañada 

de su madre, la señora Fontánez Torres.  Ambas demandantes 

alegaron que sufrieron daños emocionales y angustias mentales 

por el accidente.  Alegaron también que la señora Alderete Palma 

conducía su vehículo en forma descuidada y no guardó la distancia 

requerida por ley del auto que conducía la señora Rodríguez 

Fontánez, y que ello fue lo que provocó el accidente. 

 Universal contestó la demanda y aceptó la responsabilidad 

de la señora Alderete Palma en el accidente y presentó varias 

defensas afirmativas.  Luego del descubrimiento de prueba 

correspondiente, se celebró el juicio el 17 de noviembre de 2017.  

Ambas partes estuvieron representadas por abogados.  Por la 

parte demandante, testificó la señora Rodríguez Fontánez, la 

señora Fontánez Torres y el Dr. Carlos Grovas Badrena, perito 

cirujano ortopeda.  Por la parte demandada, testificó el Dr. 
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Cándido Martínez, perito ortopeda.  Se presentó además prueba 

documental. 

 Con el beneficio de la prueba testifical, así como la prueba 

documental sometida y marcada en evidencia, el TPI emitió las 

determinaciones de hechos y las conclusiones de derecho 

correspondientes y dictó la Sentencia.  En su dictamen, el TPI 

declaró con lugar la demanda instada y condenó a Universal a 

indemnizarle a la señora Rodríguez Fontánez: la cantidad de 

$25,000.00 por concepto de daños y dolores físicos; la cantidad 

de $20,000.00 por sufrimientos y angustias mentales; y la 

cantidad de $50,000.00 por el porciento de impedimento 

permanente para desempeñarse en las funciones comunes y 

normales de su vida. También ordenó a Universal a pagarle la 

cantidad de $10,000.00 a la señora Fontánez Torres, en concepto 

de daños emocionales y angustias mentales. 

Inconforme, Universal acude ante nos mediante recurso de 

apelación, y aduce los siguientes señalamientos de error: 

Erró el TPI en la indemnización concedida a la parte 
apelada por ser punitiva. 

 
Erró el TPI en la indemnización concedida a la señora 

Fontánez dado a que no están cubiertos daños 
emocionales para quien no sufra un daño físico o, en 

la alternativa, la indemnización excede los límites de 
la póliza. 

 
Erró el TPI en no reducir de la indemnización 

concedida la exención provista por la Ley de 

Protección Social por Accidentes de Automóviles. 
Erró el TPI en la apreciación de la prueba pericial al 

descartar por completo datos objetivos y científicos 
provistos por el perito de la parte compareciente. 

 

II 

Valorización de los daños  

En reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo ha expresado 

que "la tarea judicial de estimar y valorar los daños resulta difícil 

y angustiosa, debido a que no existe un sistema de computación 
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que permita llegar a un resultado exacto en relación con el cual 

todas las partes queden satisfechas y complacidas". Herrera, 

Rivera v. S.L.G. Ramírez Vicéns, 179 DPR 774 (2009); Vázquez 

Figueroa v. E.L.A., 172 DPR 150, 154 (2007); Nieves Cruz v. 

Universidad de Puerto Rico, 151 DPR 150, 169-70 (2000).  Al 

respecto, dicho Foro ha manifestado que: 

[l]a estimación y valorización de daños es una gestión o 
tarea difícil y angustiosa, ello debido al cierto grado de 

especulación en la determinación de estos y por incluir, a su 

vez, elementos subjetivos tales como la discreción y el 
sentido de justicia y conciencia humana del juzgador de los 

hechos. S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, 156 DPR 614, 622 
(2002). 

 

Es por ello que le “corresponde al juzgador, en su sano 

juicio, experiencia y discreción, la valoración justa y necesaria 

para compensar los daños y perjuicios sufridos”. Sagardía De 

Jesús v. Hosp. Aux. Mutuo, 177 DPR 484, 509 (2009).   

Así, los jueces de primera instancia están en mejor posición 

que los tribunales apelativos para hacer la evaluación sobre la 

valorización de los daños, “toda vez que éstos son los que tienen 

contacto directo con la prueba presentada”. Herrera, Rivera v. 

S.L.G. Ramírez Vicéns, supra; Rodríguez Cancel v. A.E.E., 116 

DPR 443, 451 (1985).  A tono con tal razonamiento, constituye 

una norma reiterada “que los tribunales apelativos no deben 

intervenir con la estimación de los daños que los tribunales de 

instancia realicen, salvo cuando la cuantía concedida advenga 

ridículamente baja o exageradamente alta”. Herrera, Rivera v. 

S.L.G. Ramírez Vicéns, supra; Flores Berger v. Colberg, 173 DPR 

843 (2008); Urrutia v. A.A.A.,103 DPR 643, 647-48 (1975).    

Para determinar si las cuantías concedidas por el foro de 

instancia advienen "ridículamente bajas o exageradamente altas", 

el tribunal revisor debe examinar, además de la prueba desfilada 

ante el foro primario, las concesiones de los daños en casos 



 
 

 
KLAN201800616  

 

5 

anteriores similares.  Pues, a pesar de que no existen dos casos 

exactamente iguales y cada caso es distinguible según sus propias 

y particulares circunstancias, “a los fines de determinar si la 

valorización de los daños en un caso específico es o no adecuada, 

ciertamente resulta de utilidad examinar las cuantías concedidas 

por este Tribunal en casos similares anteriores”. Así, las 

indemnizaciones en casos anteriores constituyen un punto de 

partida y deben ser ajustadas al valor presente de las mismas, 

pues existe una relación inversamente proporcional entre el costo 

de la vida y el poder adquisitivo del dólar1. Herrera, Rivera v. 

S.L.G. Ramírez Vicéns, supra; Rojas v.Maldonado, 68 DPR 818, 

830 (1948). 

Además, el Tribunal Supremo ha establecido que, para la 

valoración razonable de la indemnización a concederse, es 

necesario determinar el poder adquisitivo del dólar al momento en 

que se emite la sentencia, y compararlo con la concesión de 

indemnización en el caso anterior. Herrera, Rivera v. S.L.G. 

Ramírez Vicéns, supra. En las ocasiones que ha pasado mucho 

tiempo entre el caso anterior y el presente será necesario hacer 

otro ajuste por el crecimiento económico que pudo haber ocurrido 

entre un tiempo y el otro2. Íd. Realizados dichos cálculos, la 

cuantía resultante debe ser analizada a la luz de las circunstancias 

particulares del caso considerado ante el Tribunal.  Herrera, 

Rivera v. S.L.G. Ramírez Vicéns, supra. 

                                                 
1 El poder adquisitivo del dólar se determina "tomando como base el costo en 

dinero de las cosas esenciales para la vida, tales como los alquileres, vestidos, 

alimentos y combustibles durante un período de tiempo determinado, para 

compararlo con el costo en dinero de esas mismas necesidades durante un 

período anterior de igual duración". Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez 

Vicéns, supra. 
2 En tales casos, comparar el ingreso per cápita personal para el tiempo de la 

concesión anterior con el ingreso per cápita personal actual será un buen 

indicativo del crecimiento económico o el aumento real en bienes y servicios de 

la sociedad, de manera que se pueda ajustar adecuadamente la indemnización 

anterior a la economía actual. 
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En suma, sobre la valorización de los daños, “[l]os tribunales 

revisores debemos intervenir con la indemnización concedida 

solamente cuando, tomando en cuenta las concesiones por daños 

en casos similares anteriores actualizadas al momento de la 

sentencia, y a la luz de las circunstancias particulares del caso 

ante la consideración del Tribunal, la cuantía concedida se desvía 

manifiestamente de lo que sería una indemnización 

razonable por ser "ridículamente baja o exageradamente 

alta"”.(Énfasis nuestro). Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez 

Vicéns, supra. 

A tono con el análisis anterior, la parte que solicita modificar 

la cuantía de la indemnización concedida por el foro de instancia 

tiene el peso de la prueba para demostrar que en efecto existen 

circunstancias que así lo justifican. Meléndez v. El Vocero de 

Puerto Rico, 144 DPR 389 (1997); Albino v. Ángel Martínez, Inc., 

171 DPR 457 (2007). De conformidad con ello, a pesar de que la 

tarea de valoración de daños puede generar múltiples criterios, tal 

tarea debe residir, dentro de lo posible, en el juicio del juzgador 

de los hechos, enmarcado dentro de un análisis de razonabilidad. 

De no existir algún error manifiesto, parcialidad o prejuicio en tal 

apreciación, no corresponde nuestra intervención. Íd. 

Apreciación de la prueba y la prueba pericial 

Como tribunal apelativo no debemos intervenir con las 

determinaciones del tribunal primario en ausencia de error 

manifiesto en la apreciaciónde la prueba, pasión, prejuicio o 

parcialidad. Rodríguez et als. v. Hospital, et als., 186 DPR 889, 

908-909 (2012).  En cuanto a la apreciación de la prueba, se le 

reconoce gran deferencia al foro primario, ya que fue quien tuvo 

la oportunidad de evaluar el comportamiento de los testigos y sus 

reacciones. Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 
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42.2; Monllor Arzola v. Sociedad de Gananciales, 138 DPR 600, 

610 (1995).  En lo pertinente, la Regla 42.2 de Procedimiento 

Civil, supra, dispone que:  

Las determinaciones de hechos basadas en 
testimonio oral no se dejarán sin efecto a menos que 

sean claramente erróneas, y se dará la debida 
consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal 

sentenciador para juzgar la credibilidad de las 
personas testigos. 

 

Es norma firmemente establecida en nuestro ordenamiento 

jurídico que, al evaluar las determinaciones de hechos realizadas 

por el tribunal de instancia, fundamentadas, a su vez, en 

la prueba pericial y documental ofrecida, este tribunal apelativo 

está en igual posición de evaluarlas y hacer sus propias 

conclusiones. Rodríguez Cancel v. A.E.E., 116 DPR 443, 450 

(1985).  Como corolario, estamos facultados para adoptar nuestro 

propio criterio en cuanto al valor probatorio de ese tipo de 

evidencia, “y hasta descartarla aunque resulte técnicamente 

correcta”. Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., 150 DPR 658, 662-

63 (2000).  

El valor probatorio a conferir al testimonio de un perito 

dependerá de varios factores, entre los que se destacan: (1) las 

cualificaciones del perito; (2) la solidez de las bases de su 

testimonio; (3) la confiabilidad de la ciencia o técnica subyacente; 

y, (4) la parcialidad del perito. Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. 

Co., supra, en las págs. 663-664.   

III 

 Universal señala como primero y segundo error que incidió 

el TPI al conceder la indemnización.  Arguye que la cuantía es 

punitiva, que es en exceso de los límites de la póliza, y que -en el 

caso de la señora Rodríguez- se incurre en la doble compensación.  
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Sostiene, además, que no están cubiertos los daños emocionales 

para quien no ha sufrido un daño físico. 

En este caso, el TPI utilizó como punto de partida y 

referencia útil para determinar la valorización de los daños las 

cuantías otorgadas en los casos3: Alejandro Franco Fernández v. 

Caribbean Alliance Insurance Company (CAICO), 

KLAN201400194, del 30 de abril de 2014; y Luis A. Vélez Bergollo 

et al., v. Quality Concrete Corp. et al., KLAN201501653, del 3 de 

mayo de 2016.  En Luis A. Vélez Bergollo et al., v. Quality Concrete 

Corp. et al., supra, el Tribunal de Apelaciones confirmó la 

adjudicación de daños que realizó el TPI a favor del demandante 

Vélez.  El TPI compensó a Vélez por un accidente de vehículo de 

motor, donde su vehículo fue impactado por la parte posterior y 

la parte demandada admitió negligencia.  Le concedió la suma 

total de $122,109, de los cuales $75,000 fueron por daños físicos 

y mentales, $28,000 por el siete porciento de impedimento total 

y $19,109 por concepto de lucro cesante. 

El caso de Alejandro Franco Fernández v. Caribbean Alliance 

Insurance Company (CAICO), supra, fue el que el TPI utilizó 

principalmente para estimar el valor de los daños sufridos.  En tal 

caso, el Tribunal de Apelaciones confirmó la adjudicación de daños 

que realizó el TPI, quien determinó que el señor Franco sufrió, a 

raíz de un accidente de auto, un esguince 

cervidodorsolumbosacral y una radiculopatía en la C7, lo que 

resultó en un impedimento de catorce por ciento (14%) en sus 

funciones fisiológicas generales; se le ordenaron veinte (20) 

sesiones de terapia física; y, el señor Franco también sufría de 

                                                 
3 Aclaramos que cuando nuestro más alto foro judicial ha señalado que el 

Tribunal de Primera Instancia debe utilizar los “casos similares resueltos 

anteriormente” para la valorización del daño, se refiere a los casos resueltos 

por el Tribunal Supremo; no los de este Tribunal de Apelaciones. Véase: 

Santiago Montañez v. Fresenius Medical, 195 DPR 476, 491 (2016). 
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condiciones preexistentes, que se tomaron en cuenta en los 

informes periciales y en la valorización del daño.  A la luz de ello, 

el TPI le ordenó a CAICO a indemnizarle al señor Franco la 

cantidad de $25,000 por los daños y dolores, $65,000 a raíz del 

14% de impedimento en sus funciones fisiológicas generales y 

$20,000 por los sufrimientos y angustias mentales.  

 En el presente caso, según surge de las determinaciones de 

hechos establecidas por el TPI, a la señora Rodríguez se le 

realizaron los siguientes diagnósticos: esguince 

cerviotoracolumbosacral, herniación discal lateralizada izquierda 

L5-S1, miofascitis cervical y el perito Dr. Grovas le otorgó una 

incapacidad equivalente al 14% de sus funciones generales.  Ello, 

luego de haber recibido el beneficio máximo de tratamiento que -

en el caso de la señora Rodríguez Fontánez- fueron 15 sesiones 

de terapia física, varias sesiones de acupuntura y bloqueos 

epidurales y múltiples estudios.  El TPI utilizó el caso de Franco 

como guía persuasiva para la valorización de los daños por las 

semejanzas, aunque reconoció que todos los casos tienen sus 

particularidades.  Tomando ese caso como guía, calculó el valor 

adquisitivo del dólar, y actualizó dicha cantidad para traerla al 

presente año.  No erró en tal determinación. 

En su señalamiento de error, la apelante cita una serie de 

casos en los que entiende que los demandantes sufrieron daños 

sustancialmente mayores que los sufridos por las apeladas y las 

cuantías concedidas fueron menores.  Solicita así que éstas sean 

reducidas.  Además, sostiene que, en el caso de la señora 

Rodríguez Fontánez, erró el TPI al concederle una suma de 

$25,000.00 por daños físicos y de $50,000 por el porciento de 

impedimento permanente por entender que tal adjudicación 

resulta en una doble compensación. 
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 Al examinar los casos allí citados y los utilizados por el TPI 

para realizar su valorización de daños, no se desprende que el TPI 

haya errado en su determinación.  El caso utilizado por el TPI tiene 

un escenario muy parecido al presente caso de autos, la 

adjudicación de las cuantías está correcta y su monto se 

desprende de la prueba desfilada.  La parte apelante no ha 

demostrado que existan circunstancias que ameriten la 

modificación de la indemnización concedida por el foro de primera 

instancia.  Esto es, no se ha demostrado que las cuantías aquí 

asignadas fuesen exageradamente altas o que se desvían 

manifiestamente de lo que sería una indemnización razonable. 

Tampoco entendemos que el TPI haya incurrido en una 

doble compensación al concederle una suma de $25,000.00 por 

daños físicos y $50,000 por el porciento de impedimento 

permanente.  En este caso, el daño físico se desprende del 

testimonio brindado por la señora Rodríguez en la vista y la prueba 

presentada, mientras que el porciento de incapacidad permanente 

surge del testimonio pericial acreditado, según el análisis de los 

peritos y es el impedimento permanente que resulte a la persona.  

Conceder una cuantía por los daños físicos sufridos por la señora 

Rodríguez y una cuantía por el porciento de impedimento 

permanente resultante no puede ser considerado como una doble 

compensación.  Los daños físicos se consideran para hacer el 

análisis del porciento de incapacidad permanente resultante pero 

no están subsumidos en tal porciento de incapacidad. 

La asignación de las cuantías concedidas es razonable.  En 

esta determinación, no existe error manifiesto, parcialidad o 

prejuicio por parte del TPI, por lo que no corresponde nuestra 

intervención.  
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 En cuanto a los daños concedidos a la señora Fontánez por 

angustias mentales, la apelante arguye que los límites 

establecidos por la póliza son de $100,000 por persona y 

$300,000 por accidente u ocurrencia; y que la cantidad concedida 

es en exceso de la póliza.  Aduce que la definición de “lesión 

corporal” de la póliza no contempla las angustias mentales para 

quien no ha recibido un daño físico, y que la compensación para 

ambas apeladas no debe exceder de $100,000. 

 En este caso, se le compensó a la señora Rodríguez por la 

cantidad total de $95,000 y a la señora Fontánez por la cantidad 

de $10,000.  La cuantía asignada a cada una de ellas no excede 

los $100,000 que establece la póliza por persona y la suma de 

tales cuantías totalizan $105,000, que tampoco excede el límite 

de $300,000 por accidente, que establece la póliza. 

 La cuantía de los $10,000 concedidos por los daños 

emocionales y angustias mentales sufridas por la señora 

Fontánez, madre de la señora Rodríguez, de 89 años de edad, 

estaban justificados.  A pesar de que la señora Fontánez no tomó 

tratamiento médico luego del accidente, sí surge que sufrió el 

mismo impacto que la señora Rodríguez, y se impresionó con el 

accidente, lloraba y gritaba, se puso ansiosa y salió del vehículo 

en plena autopista4. Además, luego del accidente no quería 

montarse en ningún vehículo ni quería salir para ningún lugar5.   

El Código de Seguros define el contrato de seguro como 

aquél mediante el cual una persona se obliga a indemnizar, 

pagarle o proveerle un beneficio específico o determinable a otra 

persona, cuando se produce un suceso incierto previsto en el 

mismo; en éste, el asegurado le transfiere al asegurador unos 

                                                 
4 Véase: Transcripción del Juicio en su Fondo (TJF), págs. 190-193. 
5 Íd. 
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riesgos a cambio de una prima. Art. 1 del Código de Seguros de 

Puerto Rico, 26 LPRA sec. 102. El propósito del contrato de seguro 

es indemnizar y proteger al asegurado en caso de producirse el 

suceso incierto previsto. Monteagudo Pérez v. E.L.A., 172 DPR 12 

(2007); Molina Texidor v. Centro Recreativo Plaza Acuática, 166 

DPR 260 (2005). Al igual que todo contrato, el contrato de seguro 

constituye la ley entre las partes y este debe interpretarse 

globalmente, a partir del conjunto total de sus términos y 

condiciones, según se expresen en la póliza. Art. 1230 del Código 

Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3451.  El contrato de seguros, 

como contrato de adhesión, debe interpretarse liberalmente en 

beneficio del asegurado.  Monteagudo Pérez v. E.L.A., supra. Sin 

embargo, si los términos del contrato de seguro son claros, 

específicos y no dan margen a ambigüedades o diferentes 

interpretaciones, se hará valer la clara voluntad de las partes. Íd; 

López v. Manzano Pozas, 141 DPR 139, 155-156 (1996).  

No debemos, sin embargo, perder de vista el hecho de que 

en caso de duda en la interpretación de una póliza, ésta debe 

resolverse de modo que se realice el propósito de la misma: 

proveer protección al asegurado. Quiñones López v. Manzano 

Pozas, supra.  Es por eso que no se favorecerán las 

interpretaciones sutiles que le permitan a las compañías 

aseguradoras evadir su responsabilidad. Íd. 

Al determinar cuáles son los riesgos cubiertos por una póliza 

de seguro, es necesario considerar si en el contrato figura alguna 

"cláusula de exclusión". Estas cláusulas tienen el propósito de 

limitar la cubierta establecida en el acuerdo principal y disponen 

que el asegurador no responderá por determinados eventos, 

riesgos o peligros. Monteagudo Pérez v. E.L.A., supra. Por esta 

razón, hemos resuelto que las exclusiones se han de interpretar 
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restrictivamente a favor del asegurado, para así cumplir con el 

propósito de todo seguro de ofrecer la mayor protección a la 

persona asegurada. Íd. 

Examinada la póliza de seguro de Universal, conforme al 

Derecho antes expuesto, no surge que los daños emocionales y 

angustias mentales queden excluidos de la cubierta.  

Específicamente, su cláusula de exclusiones no alude a tales 

daños. En este caso, la parte apelante sostiene que, según las 

cláusulas de la póliza, no se cubrían los daños por las angustias 

mentales para quien no ha recibido un daño físico, pero no ha 

logrado demostrar tal aseveración. No se cometió el segundo 

señalamiento de error. 

Como tercer señalamiento de error, la parte apelante aduce 

que el TPI incidió al no reducir, de la indemnización concedida, la 

exención provista por la Ley de Protección Social por Accidentes 

de Automóviles. Le asiste la razón. 

La sección 8(3)(b) de la Ley Núm. 138 de 26 de junio de 

1969, según enmendada, 9 LPRA sec. 2058, conocida como la Ley 

de Protección Social por Accidentes de Automóviles dispone, en su 

parte pertinente, lo siguiente: 

(1) Los beneficios que provee este capítulo por 
concepto de lesiones sufridas en accidentes de 

automóviles ocurridos en el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico se pagarán hasta los límites indicados en 

esta sección, en sustitución de las sumas que de otro 

modo tendrían derecho a reclamar la víctima, sus 
sobrevivientes o cualquier otra persona, por motivo 

del accidente, al amparo del principio de 
responsabilidad a base de negligencia, relevándose a 

la parte responsable del pago de toda reclamación 
hasta dichos límites o hasta el importe de los 

beneficios cobrados por la víctima y sus beneficiarios, 
de los dos el que resulte mayor. 

(2) […]. 
(3) Toda persona a quien un tribunal declare en una 

acción civil responsable de haber causado por 
negligencia lesiones por las cuales la víctima, sus 

sobrevivientes o cualquier otra persona tengan 
derecho a recibir beneficios o servicios médico-



 
 

 
KLAN201800616 

 

14 

quirúrgicos y de hospitalización bajo este capítulo, 
tendrá derecho a una reducción en la sentencia a ser 

impuesta por el tribunal hasta la cantidad indicada en 
esta sección. 

(a) En cada caso en que aplique esta sección el 
tribunal deberá indicar separadamente el 

importe de la indemnización otorgada por daños 
debido a dolor y sufrimientos físicos y mentales 

y el importe de la indemnización otorgada por 
otras pérdidas. 

(b) La reducción aplicable a daños por 
sufrimientos físicos y mentales será de $1,000. 

(c) La reducción aplicable a daños y pérdidas por 
causas que no sean sufrimientos físicos y 

mentales será la suma de $2,000 ó el importe 

de los beneficios totales pagados por la 
Administración, si dicho importe fuera mayor de 

$2,000. […]. 
 

En relación a la citada disposición legal, el Tribunal Supremo 

ha resuelto que la exención de $1,000, aplicable a daños físicos y 

sufrimientos mentales de la víctima de un accidente de 

automóviles, es una automática que beneficia al causante del 

accidente. Morales v. Lizarríbar, 100 DPR 717, 721 (1972). Si hay 

varias víctimas, la exención será de $1,000.00 para cada una. 

Serrano Rodríguez v. Montes, 103 DPR 822, 824 (1975). En casos 

de daños y perjuicios donde son de aplicación las disposiciones de 

la Ley de Protección Social por Accidentes de Automóviles, el foro 

primario está obligado a hacer las determinaciones sobre las 

exenciones aplicables, de acuerdo con dicho estatuto, y consignar 

específicamente su aplicación en relación con cada uno de los 

conceptos de daños adjudicados. De no hacerlas, se presumirá 

que no se han tomado en consideración. Serrano Rodríguez v. 

Montes, supra. 

 El tercer error se cometió por lo que procede deducir de las 

cuantías concedidas la exención de $1,000 por cada víctima del 

accidente asignadas por los daños por sufrimientos físicos y 

mentales.  Además de reducir a la señora Rodríguez Fontánez la 

exención de $2,000, aplicable a los daños por causa que no sea 
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sufrimientos físico y mental, esto es, por el porciento de 

impedimento total asignado. 

En su cuarto señalamiento de error, Universal aduce que 

incidió el TPI en la apreciación de la prueba pericial.  Arguye que 

el foro primario descartó por completo los datos objetivos y 

científicos provistos por su perito, el Dr. Cándido.  Aduce que el 

TPI realizó conclusiones de hechos basadas en el testimonio de su 

perito, Dr. Cándido, pero no hizo alusión a lo explicado y declarado 

por este.  También sostiene que su perito hizo un señalamiento 

sobre unas fallas en el cálculo del porciento de IFFG efectuado por 

el Dr. Grovas, específicamente, los modificadores que proveen las 

AMA Guides to the Evaluation of Permanent Impairment.  Sostiene 

que incidió el TPI en la apreciación de la prueba pericial. 

Evaluados los testimonios de los peritos que surgen de la 

transcripción de la vista celebrada, que incluyen la explicación del 

porciento asignado de cada uno y los correspondientes 

contrainterrogatorios para impugnar sus declaraciones, 

entendemos que no erró el TPI en su apreciación de la prueba 

pericial.  Las determinaciones del TPI surgen de los informes y del 

testimonio vertido en la vista por los peritos. El TPI acogió el 

porciento de incapacidad informado por el Dr. Grovas, perito de la 

señora Rodríguez, y tal informe sostiene y explica tal por ciento. 

El hecho de que el TPI no hiciera alusión a lo explicado por 

el perito de la parte apelante, Dr. Cándido, no quiere decir que 

está errada la determinación del foro primario.  Vale la pena 

subrayar que, durante el contrainterrogatorio del Dr. Cándido, 

este admitió unas equivocaciones que tuvo en sus expresiones 

durante el directo. Específicamente, sobre el análisis de los 

modificadores utilizados por el Dr. Grovas.  El Dr. Cándido testificó 

en su directo que los modificadores funcionales no se podían 
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utilizar varias veces y que el Dr. Grovas lo aplicó tres veces6.  

Luego, al ser contrainterrogado, el Dr. Cándido admitió -en cuanto 

a sus expresiones sobre los modificadores- que se había 

equivocado y que el Dr. Grovas no aplicó tal modificador de forma 

errónea como él lo había implicado7.  También surge del 

testimonio del Dr. Cándido que, a pesar de que aceptó que el 

examen físico era importante para evaluar a la señora Rodríguez, 

no tomó en consideración e invalidó varios de los exámenes físicos 

que él le realizó a la señora Rodríguez, porque ella se quejó de 

dolor8.  Esto explica porqué el Dr. Cándido asignó un porcentaje 

bajo en la evaluación de incapacidad de la señora Rodríguez, pero 

no impugna los porcentajes asignados por el Dr. Grovas. 

Hemos examinado los documentos del expediente apelativo, 

que incluyen la transcripción de la vista celebrada y los 

testimonios periciales de ambos doctores sobre sus informes, así 

como la Sentencia del TPI y sus determinaciones, y de ellos no se 

desprende que el foro primario haya errado en la apreciación de 

la prueba pericial. El cuarto error no fue cometido. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, procede MODIFICAR 

la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, a los 

efectos de deducir de las cuantías concedidas la exención de 

                                                 
6 Véase: TJF, pág. 107. 
7 Véase: TJF, pág. 119. 
8 A modo de ejemplo, sobre las declaraciones del Dr. Cándido: Cuando la señora 

Rodríguez le dijo en el examen físico que le dolía la espalda media, él no lo 

consideró ni lo tomó en cuenta, por entender que era “subjetivo” y solo 

consideró que a ella le dolía la espalda baja porque habían hallazgos 

“objetivos”.  Véase: TJF, pág. 125.  Sostuvo que no pudo realizar una verdadera 

evaluación de la limitación mecánica por el dolor de la señora Rodríguez (Véase: 

TJF, pág. 85); que la prueba de fuerza motora se invalidó por el dolor de la 

señora Rodríguez (Véase: TJF, pág. 88).  Declaró sobre los resultados del 

agarre que no los tomó en cuenta porque le dio muy diferente al informe del 

Dr. Grovas (Véase: TJF, pág. 89); y que el examen de la flexión no lo tomó en 

consideración y lo invalidó por queja de dolor de parte de la señora Rodríguez. 

Véase: TJF, pág. 93. Sostuvo que no hubo hallazgos realmente positivos en el 

área dorsal por el dolor. Véase: TJF, págs. 92-93. 



 
 

 
KLAN201800616  

 

17 

$1,000 por cada víctima del accidente, señora Rodríguez y señora 

Fontánez, asignadas por los daños por sufrimientos físicos y 

mentales.  Además de reducir a la señora Rodríguez Fontánez la 

exención de $2,000, aplicable a los daños por causa que no sea 

sufrimientos físico y mental.  Todo ello conforme a las 

disposiciones establecidas en la sección 8(3)(b) de la Ley Núm. 

138 de 26 de junio de 1969, 9 LPRA sec. 2058.  Así modificada, 

se CONFIRMA el dictamen del TPI. 

Notifíquese inmediatamente. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 

 
 

 
 

  


